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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO INCAPACIDADES / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / MÍNIMO VITAL / DADA LA FINALIDAD DEL PAGO DE LAS INCAPACIDADES SU RECLAMO POR VÍA CONSTITUCIONAL DEBE SER COETÁNEO A SU GENERACIÓN.
… si bien el mecanismo de amparo se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional antes de imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento; tales exigencias se circunscriben en tres a saber: legitimación, subsidiariedad e inmediatez. (…)
… la aludida inmediatez hace referencia a la oportunidad en la cual se ejerce en la acción tuitiva, dado que si bien el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, por lo menos debe ser interpuesta en un tiempo razonable, prudencial y adecuado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. (…)
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, resulta válido señalar en principio que efectivamente el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO no cumplió con el aludido requisito de inmediatez, lo cual se entrevé del tiempo que ha dejado trascurrir para acudir a esta solicitud de amparo constitucional, pues que no puede pasarse por alto que las incapacidades que aquí reclama se le causaron a partir del 6 de febrero de 2018, es decir que dejó transcurrir un año para reclamar sus derechos sin que se encuentre justificado en el dossier, cuál es la razón por la que sólo hasta ahora muestra su interés por solucionar dicho asunto. (…)
Partimos de la certeza en que la finalidad del pago de las incapacidades no es otra que la de lograr una congrua subsistencia mientras persiste el estado de convalecencia, por esta razón, en tratándose de ese tipo de solicitudes por medio de la acción de tutela, en la mayoría de eventos resulta viable flexibilizar el análisis frente a la regla de subsidiariedad, porque a pesar de la existencia de otros mecanismos de defensa judiciales, se presume una afectación al mínimo vital, sin embargo, dicha afectación se desvirtúa en esos eventos en que la antes mencionada regla de procedibilidad, denominada inmediatez, no se acredita por parte de quien acude a su reclamo, pues si la utilidad de dicho auxilio es, se insiste, no quedar desamparado a medida que se van otorgando incapacidades médicas, luego es obvio que su pago debe ser coetáneo o simultáneo con la expedición de las mismas.
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ASUNTO:


Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Itinerante de esta ciudad el 8 de febrero de 2019, mediante el cual decidió negar la acción de tutela instaurada por el recurrente en contra de la AFP PORVENIR. 
ANTECEDENTES:

El Apoderado Judicial del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO interpuso acción de tutela en contra de la NUEVA EPS, SUPERPIG EJE CAF S.A.S., y el Fondo de Pensiones PORVENIR S.A., al considerar que dichas entidades estaban vulnerando los derechos fundamentales a la vida digna, a la salud, al mínimo vital y a la seguridad social de su poderdante. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud son los siguientes:
· El señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO desde el año 2006 fue vinculado a la empresa PROCONCER LTDA, hoy SUPERPIG EJECAF S.A.S., en el cargo de operario, en el cual debía recibir, descargar y despachar materias primas (concentrados). 
· Como consecuencia de las labores desarrolladas en la empresa accionada, el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO desde el 8 de marzo 2016 comenzó a padecer enfermedad de tipo laboral en la columna, la cual ocasionó que se le generaran diversas incapacidades médicas.
· Desde la fecha de la primera incapacidad hasta ahora, el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO ha estado de incapacidad en incapacidad, realizándose estudios de toda clase, sin que haya logrado que se defina el origen de las patologías que padece.
· Adicionalmente expresó el Letrado que el señor RESTREPO GALLEGO es padre de una niña de cinco años, de quien tiene a su cargo el sustento, habitación, vestido y alimentación.
· Expresó que los primeros 180 días de incapacidad fueron pagados por la EPS, lo cual fue posible ante la interposición de otra acción de tutela en la que el Juzgado Promiscuo de Ulloa, Valle del Cauca le ordenó a la NUEVA EPS pagar las incapacidades de su mandante hasta que legalmente cesara su obligación de asumir dicha prestación. 
· De igual forma manifestó el abogado que a la fecha, ni la empresa SUPERPIG EJE CAF S.A.S., ni el Fondo de Pensiones, ni la EPS han pagado las incapacidades causadas desde el 6 de febrero de 2018 hasta el 1º de enero de 2019, a pesar de haber requerido en repetidas oportunidades ante las entidades accionadas el pago de las mismas.
· Por lo anterior consideró que la empresa SUPERPIG EJE CAF S.A.S., el Fondo de Pensiones PORVENIR y la NUEVA EPS, al no efectuar el pago de las incapacidades adeudadas, están vulnerando los derechos fundamentales del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO, debido a que el trabajo en la empresa era su única fuente de ingresos económicos, colocando en riesgo la subsistencia tanto del accionante como la de su hija, resaltando que ha subsistido de manera perecedera de la caridad de un tío materno que a título de préstamo le otorga cuatrocientos mil pesos ($400.000), mensuales.
Con base en lo anterior, solicitó que se ordene a la parte accionada empresa SUPERPIG EJECAF S.A.S, a la NUEVA EPS y al Fondo de Pensiones PORVENIR, que de manera inmediata efectúe el pago de las incapacidades no pagadas al señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO desde el día 6 de febrero de 2018, hasta el 01 de enero de 2019.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, avocó el conocimiento de la actuación el 1º de febrero de 2019, y corrió traslado a la empresa SUPERPIG EJE CAF S.A.S., al Fondo de Pensiones PORVENIR y a la NUEVA EPS.
Frente a la acción constitucional se pronunció la empresa SUPERPIG EJE CAF S.A.S., indicando que el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO se vinculó en dicha empresa desde el 1º de diciembre de 2013 a través de un contrato a término fijo con todos los pagos de seguridad social requeridos por ley.

Informó que la empresa pagó en beneficio del trabajador las incapacidades desde el 8 de marzo de 2016 hasta el 31 de octubre de 2016, es decir 233 días de incapacidad, a pesar de que el Decreto 2493 de 2013 establece que a partir del día 181 el pago de las incapacidades le corresponde al fondo de pensiones.
Debido a que la EPS SOS terminó su cobertura en Ulloa, Valle, trasladó sus pacientes a la NUEVA EPS, donde el accionante inició su cobertura desde el 1º de noviembre de 2016. La EPS continuó generando incapacidades al señor RESTREPO GALLEGO por lo que la empresa le informó que como ya tiene más de 180 días de incapacidad, es la AFP PORVENIR quien tiene la obligación de continuar con el pago de las incapacidades.
Informó que la NUEVA EPS el 6 de junio de 2017, envió a la AFP el concepto de rehabilitación con el fin de que se definiera el pago de las incapacidades a partir del día 181, lo que indica que la fecha de solicitud de las incapacidades objeto de la acción de tutela eran mayores a los 180 días.

Finalmente expresó que han cumplido con todo lo solicitado por la NUEVA EPS con el fin de realizar la calificación del origen de las patologías, además dijo que durante el periodo de incapacidad del señor RESTREPO GALLEGO, la empresa ha mantenido el pago de los aportes a la salud y pensión, reiterando que a la empresa no le compete el pago de las incapacidades superiores al día 181.
Las demás entidades guardaron silencio. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió el Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira, mediante providencia emitida el 8 de febrero del año que transcurre, negar la solicitud de amparo constitucional, pues básicamente concluyó la Juez A quo que, si el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO consideró afectados sus derechos fundamentales, ha debido acudir a la acción constitucional dentro de un término razonable, pero por el contrario permitió que transcurriera un año para reclamar sus derechos vía tutela, lo que deja entrever su desinterés en lograr un amparo oportuno y además desvirtuó la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Una vez enterado de la decisión de instancia, el apoderado judicial del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO allegó un memorial mediante el cual la impugnó, expresó el libelista que la decisión de primera instancia carece de las condiciones necesarias para una sentencia congruente, puesto que el Juzgado negó la acción haciendo referencia a que por vía de tutela no prosperan los reconocimientos para el pago de incapacidades, posición con la cual no está de acuerdo.
Manifestó que tratándose del pago de incapacidades, la Corte Constitucional ha reiterado que la acción de tutela procede excepcionalmente cuando la falta del pago de las mismas vulnere o amenace los derechos fundamentales a la vida digna, al mínimo vital y a la subsistencia, cuando se acredite que dichas acreencias constituyen la única fuente de recursos económicos que permitan sufragar las necesidades básicas y familiares del actor. Por lo anterior manifestó que su poderdante actualmente no cuenta con ninguna otra fuente de ingresos que garanticen su sustento y el de su hija, por lo que la negación de la acción de tutela constituye una afectación a sus derechos fundamentales y los de su núcleo familiar.
Indicó el abogado que la Juez de primera instancia no tuvo en cuenta a la hora de tomar la decisión, que el señor RESTREPO GALLEGO es sujeto de protección especial por encontrarse en un estado de debilidad manifiesta, al padecer desde hace dos años una enfermedad lumbar que le ha imposibilitado trabajar.
Con respecto a la falta de inmediatez indicó el togado que existen excepciones a la inmediatez que consisten en “i) la existencia de motivos válidos que expliquen la inactividad del accionante, caso en el cual éste debe alegar y demostrar las razones que justifican su inacción. ii) La inactividad vulnera derechos de terceros afectados con la decisión. iii) Existencia de un nexo de causalidad entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los Derechos fundamentales presuntamente conculcados. iv) La vulneración o amenaza del derecho fundamental se mantiene en el tiempo. v) La carga de interposición de la tutela es desproporcionada en relación con la situación de debilidad manifiesta del accionante.”.  
Conforme a lo anterior señaló que en el presente asunto la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales se mantiene en el tiempo, es decir la situación alegada continúa y es actual por lo que la protección que da la tutela sigue siendo inmediata. Además dijo que si bien hay un lapso desde la vulneración del derecho fundamental y la interposición de la acción, esto se dio porque el accionante no tuvo la orientación jurídica mínima para la interposición de la misma, siendo este desconocimiento el que llevó al señor ANDRÉS EDUARDO a trasladarse desde Ulloa Valle a la ciudad de Pereira, para obtener asesoría e impetrar la presente acción de tutela.
Por todo lo anterior solicitó que se deje sin efectos la Sentencia de primera instancia y en su lugar se tutelen los derechos fundamentales del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 
Se debe resolver en esta oportunidad la inconformidad planteada por el recurrente en su escrito de impugnación, la cual está relacionada con el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó la solicitud de amparo constitucional deprecada en favor del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO; en ese orden de ideas, se deberá establecer si dicha sentencia estuvo ajustada a derecho, o por el contrario hay lugar a revocarla para conceder la protección de los derechos fundamentales invocados. 

· Solución: 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación. En ese orden de ideas, su propósito consiste en brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Antes de abordar los argumentos propuestos por el apoderado judicial del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO en su escrito de impugnación, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non para dar paso al estudio de fondo que se pretende, dado que si bien el mecanismo de amparo se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional antes de imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento; tales exigencias se circunscriben en tres a saber: legitimación, subsidiariedad e inmediatez.  

El artículo 86 de la Constitución política, así como el 10 del Decreto 2591 de 1991, nos indican qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada legitimación en la causa por activa; de aquellos se desprende que la acción de tutela puede ser ejercida por quien ha sido directamente afectado en sus derechos o garantías fundamentales, y cuando este se encuentre imposibilitado para acudir por sí mismo a invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo las figura del agente oficioso o bien, hacerlo a través de apoderado judicial. De igual forma, el mentado artículo 86 Superior se refiere al sujeto pasivo de la acción tuitiva, siendo este la autoridad o el particular responsable, por acción u omisión, de la conducta trasgresora de las garantías fundamentales que se reclaman, a lo que se le llama legitimación en la causa por pasiva. 

En este preciso caso, vemos que se cumple con el requisito de legitimación, tanto por activa, como por pasiva, toda vez que, de conformidad con el poder obrante a folio 172 del expediente, el Dr. Ismael Gómez Correa fue autorizado de forma expresa por parte del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO para que representara judicialmente sus intereses en sede de tutela, y este a su vez, es el titular de los derechos fundamentales reclamados; por su parte en el caso concreto, la Empresa SUPERPIG EJE CAF S.A.S, la NUEVA EPS y el Fondo de Pensiones PORVENIR, serían los llamados a intervenir en el reconocimiento y pago de las incapacidades causadas en favor del señor RESTREPO GALLEGO.
Superado el anterior tópico, se debe establecer si se cumple con el principio de inmediatez, pues no podemos olvidar que la decisión de primer nivel estuvo fundamentada precisamente en la teoría de que tal requisito no fue acreditado por el accionante en este asunto. En ese orden, tenemos que la aludida inmediatez hace referencia a la oportunidad en la cual se ejerce en la acción tuitiva, dado que si bien el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, por lo menos debe ser interpuesta en un tiempo razonable, prudencial y adecuado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. 
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional que:  

“la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”.

Y más adelante, otro pronunciamiento dijo esa Alta Magistratura que: 
“… el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

Como corolario, se puede afirmar que en algunos eventos es procedente acudir a la acción de amparo, aun cuando ha transcurrido un extenso espacio entre la solicitud y el hecho que generó la vulneración, siempre y cuando se logre demostrar que existe un motivo válido que justifique la inactividad del accionante. 
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, resulta válido señalar en principio que efectivamente el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO no cumplió con el aludido requisito de inmediatez, lo cual se entrevé del tiempo que ha dejado trascurrir para acudir a esta solicitud de amparo constitucional, pues que no puede pasarse por alto que las incapacidades que aquí reclama se le causaron a partir del 6 de febrero de 2018, es decir que dejó transcurrir un año para reclamar sus derechos sin que se encuentre justificado en el dossier, cuál es la razón por la que sólo hasta ahora muestra su interés por solucionar dicho asunto. 

Desde ese punto de vista, no es que la Colegiatura desconozca los diferentes pronunciamientos efectuados por la Corte Constitucional con respecto a la procedencia excepcional de la acción de tutela para solicitar el pago de incapacidades laborales, en los cuales ha sostenido que “el pago de incapacidades tiene una estrecha relación con la garantía del derecho al mínimo vital, a la salud y a la vida digna, en los periodos en los cuales la persona no se encuentra en condiciones adecuadas para realizar labores que le permitan obtener un salario”. 
Partimos de la certeza en que la finalidad del pago de las incapacidades no es otra que la de lograr una congrua subsistencia mientras persiste el estado de convalecencia, por esta razón, en tratándose de ese tipo de solicitudes por medio de la acción de tutela, en la mayoría de eventos resulta viable flexibilizar el análisis frente a la regla de subsidiariedad, porque a pesar de la existencia de otros mecanismos de defensa judiciales, se presume una afectación al mínimo vital, sin embargo, dicha afectación se desvirtúa en esos eventos en que la antes mencionada regla de procedibilidad, denominada inmediatez, no se acredita por parte de quien acude a su reclamo, pues si la utilidad de dicho auxilio es, se insiste, no quedar desamparado a medida que se van otorgando incapacidades médicas, luego es obvio que su pago debe ser coetáneo o simultáneo con la expedición de las mismas. 
Ahora bien, en ese mismo orden de cosas, el hecho de no conceder o reconocer las incapacidades a partir del momento en que las mismas son expedidas por quien en ese momento estuviera llamado a hacerlo, no se traduce en la pérdida del derecho a obtener su pago, pero sí deja sin peso la presunción de una urgencia o un perjuicio irremediable que viabilicen el análisis del asunto en la expedita sede de la tutela, pretendiendo con ella obtener de manera retroactiva el pago de unas incapacidades médicas proferidas con tanta antigüedad. 
A pesar de lo dicho hasta ahora, la Sala no puede pasar por alto que al momento de interponer la presente acción tuitiva el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO todavía se encontraba incapacitado, tal como consta en los folios 124 y 125 del encuadernado, razón por la cual, si bien no se accederá a ordenar el pago de las incapacidades expedidas con anterioridad a la fecha de interposición de la acción de tutela tal como lo solicitó el accionante en su escrito tuitivo, sí se concederá el amparo a partir de la expedición de la última incapacidad, esto es, desde el 21 de diciembre de 2018 hasta el 4 de enero de 2019, y las que en adelante se generen, deber que se le endilgará a la AFP PORVENIR, toda vez que, como se encuentra acreditado en el libelo, la EPS expidió desde el 6 de octubre de 2017 el concepto de rehabilitación favorable con destino al mencionado fondo de pensiones (ver folios 151 al 153), por lo que es claro que ya se superaron los 180 días iniciales de incapacidad. 
Es de anotar que dicha obligación fenecerá en el momento en que se complete el día 540 de incapacidad continua, y como quiera que: i) de conformidad con los postulados de la Ley 1753 de 2015, a partir de allí se abriría nuevamente paso a la obligación de la EPS de continuar pagando los auxilios por ese concepto, siempre y cuando no existan condiciones para presumir el estado de invalidez del incapacitado, y ii) ya existe un fallo
 de tutela por medio del cual el Juzgado Promiscuo Municipal de Ulloa, Valle del Cauca, le ordenó a la NUEVA EPS pagar en favor del señor ANDRÉS EDUARDO las incapacidades que se le sigan causando, hasta cuando legalmente cese su obligación de asumir esa prestación. En virtud de ello, la Sala se abstendrá de impartirle órdenes a la NUEVA EPS relacionadas con el pago de las incapacidades que superen el día 540, puesto que el mecanismo judicial al que deberá acudir el actor, en el evento de que esta última omita el deber que le asiste, será el de promover un incidente de desacato ante el aludido Despacho judicial, no obstante, habrá de ser desvinculada de este trámite, al no tener injerencia alguna con lo aquí decidido. 
Acorde con lo dicho hasta ahora, aunque esta Colegiatura comparte parcialmente los argumentos esgrimidos por parte del Juzgado A Quo para declarar la improcedencia de la presente acción constitucional, principalmente por no cumplirse con el requisito de la inmediatez, lo cierto del caso es que dicha regla sólo opera respecto del reconocimiento y pago de las incapacidades vencidas y antiguas que aquí se reclamaron, sin embargo, la decisión de primer nivel se habrá de revocar, para en su lugar, ordenarle a la AFP PORVENIR que en el improrrogable término de 48 horas, proceda a reconocer y pagar en favor del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO las incapacidades comprendidas entre el 21 de diciembre de 2018 hasta el 4 de enero de 2019, y aquellas que se generen en adelante hasta el día 540. 

Como anotación final, se advierte que lo aquí resuelto no va en contravía de lo anteriormente decidido por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de Ulloa, Valle del Cauca el 13 de diciembre de 2017, toda vez que como ya quedó establecido, en dicho proveído el Juez fallador únicamente circunscribió la orden al deber que para ese entonces le asistía a la NUEVA EPS, de tal suerte que en esta oportunidad se ha hecho referencia a la obligación que más adelante quedó en cabeza del fondo de pensiones, y como ya se dijo, culminará cuando se completen los 540 días de incapacidad. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado itinerante de Pereira, el 8 de febrero del año que transcurre, y en su lugar, TUTELAR el derecho fundamental al mínimo vital del cual es titular el señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO; ello de acuerdo las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: ORDENAR a la AFP PORVENIR que en el improrrogable término de 48 horas, proceda a reconocer y pagar en favor del señor ANDRÉS EDUARDO RESTREPO GALLEGO las incapacidades comprendidas entre el 21 de diciembre de 2018 hasta el 4 de enero de 2019, y aquellas que se generen en adelante hasta el día 540. 
TERCERO: DESVINCULAR del presente asunto a la NUEVA EPS. 
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/SU339-11.htm" \l "_ftnref14" ��Sentencia SU-961 de 1999.


� Sentencia T- 730 de 2003. 


� Ver folio 22 y ss del cuaderno de la Sala
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